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     DIVISIÓN DE CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA

Al contestar refiérase 

al oficio  No. 14178

4 de octubre, 2006

DCA-3066

Licenciado

Jorge Rodríguez Solera

Proveedor Institucional

Ministerio de Cultura, Juventud y Deportes

San José, antiguo edificio de Fanal

Estimado señor:

Asunto: Se imprueba rescisión del contrato para la Confección de rampas, nivelación de piso y remodelación del espacio de la boletería en el edificio sede del Museo Histórico Juan Santamaría, suscrito con la empresa Desarrollos Urbanísticos ALMADA S.A. (Licitación Restringida No. 0131-2004).

Nos referimos a su oficio PI-0961-2006 del 22 de agosto del año en curso, mediante el cual se somete a trámite de esta Contraloría General, la liquidación de la rescisión del contrato indicado en el asunto del presente oficio, según lo dispuesto por el inciso 13.5 del Reglamento General de Contratación Administrativa.

I.
Antecedentes.

De conformidad con el expediente aportado, la presente contratación fue adjudicada a la empresa Desarrollos Urbanísticos ALMADA S.A. el 30 de noviembre del 2004. El contrato fue suscrito el 09 de diciembre de ese mismo año, pero no fue girada la respectiva orden de inicio de los trabajos.

Por motivo de realizar una remodelación arquitectónica más amplia del inmueble, la Junta Administrativa del Museo Histórico Juan Santamaría, en la sesión ordinaria No. 476 del 26 de mayo del 2005, acordó rescindir el presente contrato por razones de interés público, decisión que le fue comunicada a la empresa adjudicataria el 09 de junio del 2005, según consta en el acta de la sesión No. 477, para que presentara la respectiva liquidación contractual, tal como lo dispone el inciso 13.3.4 del citado Reglamento.

Con fechas 20 de julio y 07 de agosto del 2005, el contratista presentó su liquidación, ambas por la suma de ¢1.250.000.00, indicando en forma general los rubros que solicitaba le fueran reconocidos,  pero sin el detalle y demostración correspondiente tal y como lo dispone el inciso 13.4.1 del Reglamento de repetida cita. Por lo anterior, la Proveeduría del Ministerio de Cultura, Juventud y Deportes (MCJD) mediante oficio PI-0794-2005, de fecha 02 de setiembre del 2005, solicitó a la contratista aportar la prueba de los respectivos rubros.

Nuevamente, la contratista somete su reclamo con fecha 06 de setiembre del 2005, esta vez por un monto de ¢1.525.000.00, aportando facturas, planillas y copia de un contrato particular para la construcción de un muro de retención.

Luego del análisis correspondiente, la Proveeduría institucional del MCJD emite la Resolución No. 855-2005 P.I. de fecha 21 de setiembre del 2005, en donde resuelve reconocer, de los rubros solicitados por el contratista, la suma de ¢336.770.31, resolución que fue aprobada por la Junta Directiva del Museo en la sesión ordinaria No. 483-05 del 22 de setiembre del 2005 y que le fue notificada a la empresa contratista el 10 de octubre de ese mismo año. 

Sin embargo, la empresa contratista interpone recurso de revocatoria con apelación en subsidio el día 13 de octubre del 2005 en donde manifiesta su disconformidad con el monto reconocido por la Administración y solicita le sea cancelado la suma consignada en su liquidación. La Proveeduría del MCJD mediante Resolución  No. 1151-05 P.I. recomienda a la Junta Administradora del Museo declararlo sin lugar, como efectivamente lo hace en su sesión No. 488-05 del 25 de noviembre del 2005, acción que queda notificada a la contratista el 14 de diciembre de ese mismo año.

Posteriormente, la Junta Administradora del Museo acuerda dar por agotada la vía administrativa en este procedimiento en la sesión 493-06 del 26 de enero del 2006, por lo que se mantiene el monto determinado por la Proveeduría del MCJD en la citada Resolución No. 855-2005 P.I. del 21 de setiembre del 2005. Este acuerdo se le notifica al contratista el 23 de agosto del 2006 y procede a enviar a esta Contraloría General la respectiva liquidación para su aprobación, anexando la correspondiente certificación presupuestaria de disponibilidad de fondos, fechada el 04  de agosto del presente año.

II.
Sobre el fondo.

El artículo 13 del Reglamento General de la Contratación Administrativa señala que, cuando la rescisión se fundamente en motivos de interés público, la Administración deberá resarcir por completo, además de la parte efectivamente ejecutada del contrato y los gastos en que haya debido incurrir el contratista para su ejecución total, cualquier daño o perjuicio que cause al contratista con motivo de la terminación del contrato.

Lo anterior significa que todo gasto que el contratista demuestre haber incurrido a partir de la adjudicación en firme para la ejecución total del contrato hasta el momento en que la Administración decide la rescisión del contrato, deberá ser reconocida. 

En el caso particular de esta contratación, la Administración adjudicó y suscribió un contrato para la ejecución de diversas obras en el Museo Juan Santamaría, sin embargo no fue dada la respectiva orden de inicio para su construcción, lo que implica que no procederían pagos por la parte efectivamente ejecutada del contrato, sino que únicamente podría reconocerse aquellos gastos demostrables en que hubiera incurrido el contratista para la ejecución total del contrato, además de cualquier daño o perjuicio que justifique haber tenido por la no ejecución del contrato; esto es, desde el momento en que la adjudicación quedó en firme hasta el 09 de junio del 2005, fecha en que le fue comunicada al contratista la decisión de rescindir el contrato.

Con vista en lo expuesto y con base en el inciso 13.5 del Reglamento General de la Contratación Administrativa, corresponde a esta División revisar los montos aprobados por la Proveeduría institucional del MCJD en su Resolución No. 855-2005 P.I., de fecha 21 de setiembre del 2005, por la suma de ¢336.770.31. El monto desglosado junto con los resultados y observaciones pertinentes, se expone a continuación:

1. Gastos administrativos:.

En su resolución, la Proveeduría del MCJD aprueba un monto de ¢180.000.00, por considerar que son gastos incurridos por la empresa con motivo de la terminación del contrato.

No obstante, cabe aclarar que los gastos administrativos de una obra son los que se requieren para administrar todo el proceso de construcción, los cuales se activan a partir de la fecha de inicio que ordene la Administración y se calculan en la oferta por todo el plazo contractual estimado para concluirla. 

Normalmente, el lapso que transcurre entre las fechas de adjudicación en firme y la de inicio de los trabajos es variable en toda contratación administrativa,  haciendo esos plazos de difícil cuantificación. Por tal razón, todo oferente de un concurso público conoce de esta situación y por ello no es dable prever gastos administrativos antes o después del periodo de construcción de una obra. Semejante situación ocurre con los gastos de presentación de una oferta. Todo concursante conoce de antemano que la sola presentación de su oferta no le garantiza el resultar adjudicatario y que en caso de no ser así, no está estipulado que éste pueda recuperar el monto invertido.

Así las cosas, no es de recibo el monto reconocido por el Ministerio por concepto de gastos administrativos. En todo caso, de la documentación remitida no se ha podido verificar que dichos rubros hayan sido erogados con ocasión del contrato de mérito. 

2. Honorarios de abogado: 

La Administración reconoce la suma de ¢150.000 por honorarios a la Licda. Lidiette Jiménez Arias. Se presentaron tres facturas por montos de ¢5.000 por la realización de personerías, ¢15.000 por declaraciones juradas necesarias para trámites ante la SETENA y ¢125.000 por asesoría y escrito de indeminización por la rescisión. 

Sin embargo, esta Contraloría General no ha  podido verificar que las dos primeras sumas hayan sido erogadas para la ejecución del contrato, razón por la cual la Proveeduría del Ministerio deberá valorar el eventual reconocimiento de tal monto. En el caso de los honorarios por asesoría motivo de la rescisión, tampoco pueden ser reconocidos de conformidad con lo dispuesto en el artículo 328 de la Ley General de Administración Pública, según el cual en los procedimientos administrativos no habrá lugar a la imposición de costas a favor o en contra de la Administración ni del interesado. En ese orden de ideas, era criterio exclusivo y responsabilidad del contratista el recurrir a un profesional en derecho para la tramitación del reclamo producto de la rescisión, sin que después pueda pretender trasladar ese monto a la Administración. 

3. Devolución de especies fiscales del contrato: 

La Proveeduría del MCJD considera procedente la devolución del monto por especies fiscales por ¢6.770.31. No obstante, al ser el Ministerio de Hacienda la entidad recaudadora de esa suma, el contratista deberá acudir ante esa instancia para hacer el respectivo reclamo.

Por las razones expuestas, nos vemos en la obligación de improbar la presente liquidación.  

Atentamente,

	Licda. Lucía Gólcher Beirute
	Ing. Carlos Gutiérrez Schwanhäuser

	Fiscalizadora
	Fiscalizador
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